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Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira 

Accionante: 

Álvaro William López Ossa

Accionado: 

Contraloría Municipal de Pereira 

Decisión: 

Confirma
TEMAS:
DERECHO AL BUEN NOMBRE / PROPÓSITO DE LA ACCIÓN DE TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / VALORACIÓN PROBATORIA / SE DENIEGA EL AMPARO.
Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” (…)
… la Sala concluye que en el presente asunto, en momento alguno se le vulneraron al accionante los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra, por cuanto no se avizora que el demandado haya actuado con Animus Injuriandi o Animus Nocendi en todo lo que dijo en su intervención ante el Consejo Municipal.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve (2019)  
Hora: 3:00 p.m. 
Aprobado mediante Acta No. 835
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor ÁLVARO WILLIAM LÓPEZ OSSA, en contra de la sentencia de tutela proferida en las calendas del 13 de agosto de 2019 por parte del Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la solicitud de amparo impetrada por el recurrente en contra de la CONTRALORÍA DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:

Narró el accionante que el 10 de marzo del año que transcurre, denunció ante la Contraloría General de la República y la Auditoría General de la República, una serie de irregularidades advertidas en los procesos que adelanta o ha adelantado la Contraloría Municipal de Pereira, por parte de su Ex Revisora Fiscal, Dra. Esperanza Londoño Ocampo y del actual titular, Dr. Juan David Hurtado Bedoya, a quien le reprochó, entre otras cosas, el hecho de abstenerse de denunciar al profesional del derecho Juan Carlos Triviño, de quien recibió quejas por recibir pagos de la ciudadanía para hacer enlace con la aludida Revisora. De igual manera, pidió el accionante a dichos Entes que ejercieran un control preferente a los casos en los que intervino la Dra. Londoño Ocampo. 
Contó el señor López Ossa que el 26 de abril de 2019 recibió respuesta por parte de la Auditoría General de la República, con la entrega de los hallazgos encontrados en relación con su queja, los cuales estaban contenidos en un informe final de auditoría. 
El 30 de mayo de 2019, el accionante le pidió al Contralor municipal copia de los expedientes de auditoría archivados, pues al ser “cosa juzgada” no gozan de reserva, sin embargo, recibió por parte de este último respuesta negativa, bajo el argumento consistente en que, contrario a lo que él pensaba, dicha información sí gozaba de reserva legal. 
El 4 de junio de 2019, el accionante publicó en el diario “El Expreso” una denuncia, basado en el informe final de la auditoría. 
El 6 de junio de 2019, en sesión del Concejo de Pereira, el señor Contralor desmintió la veracidad de lo señalado por el actor en su informe, y además aseveró a los cabildantes de manera falaz, que lo allí consignado no estaba basado en una auditoría final. 

El 8 de junio de 2019, el accionante publicó un nuevo artículo en el cual expuso uno a uno los puntos que lo llevaron a afirmar que en la Contraloría Municipal se dejó de recuperar dinero y que se engavetaron procesos. Por otro lado, le solicitó al Presidente del Concejo que exigiera una explicación por parte de la Contraloría con respecto a los graves hallazgos encontrados en la Auditoría, y aunque se le corrió traslado al titular de esa Institución de su petición, lo único que se recibió como respuesta fueron evasivas y mentiras, afirmando cosas que en su mayoría, y según criterio del accionante, involucran de manera negativa su derecho al buen nombre, porque ha sostenido que él: “utilizó un documento de la Auditoría General que no es público”, “si la auditoría lo entregó a ese señor va a llevar penalmente porque no podía compartirlo”, “el señor usa unas cifras de un informe preliminar que no es público”, que el contenido del artículo es “tendencioso y calumnioso”, “a mí no me amedrentan, no me callan, no me chantajean con una nota mal escrita”; entre otras tantas afirmaciones. 
El 2 de julio de 2019, el accionante solicitó al señor Contralor Municipal que se rectificara de lo que había dicho sobre él y sobre el contenido de su informe, pero dicho Funcionario se negó a cumplir con lo pedido.    
Sostiene el accionante que acude a la presente acción porque el accionado transmitió información falaz en una sesión del Concejo, que además fue transmitida por todas las redes sociales en vivo, en un horario entre semana, desinformando a toda la comunidad y logrando un efecto distractor.  
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, el accionante pidió que se tutele su derecho fundamental al buen nombre, y en consecuencia, se ordene al accionado que se retracte de sus dichos ante la opinión pública y en sesión del Concejo de la ciudad, en las mismas condiciones, con los mismos Concejales, a la misma hora y en un día entre semana; además, aclare punto por punto la verdad de lo que falsamente dijo; así mismo, la grabación de la retractación sea transmitida en vivo por internet, y la grabación sea difundida por las redes sociales y permanezca en YouTube; finalmente, entregue a cada Concejal de Pereira copia completa del informe de auditoría donde están registrados los 29 hallazgos.    
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
· Admisión: 

El Juzgado de conocimiento admitió la acción mediante auto del 30 de julio de 2019, en el cual se dispuso correr traslado a la Contraloría Municipal de Pereira.
· Intervenciones:  
Por medio de escrito presentado ante el Despacho de conocimiento en las calendas del 6 de agosto de 2019, el señor Contralor Municipal de Pereira ejerció sus derechos de defensa y contradicción frente a las denuncias del accionante. 
En primer lugar, expuso que la acción de tutela es un trámite que se ha venido desnaturalizando, y al que se acude muchas veces para desviar el uso de los demás instrumentos jurídicos existentes en el ordenamiento para la solución de ciertos asuntos. 
De igual manera, manifestó que no está en sus manos satisfacer las pretensiones del actor, en el sentido de convocar al Concejo Municipal para declarar como ciertas unas afirmaciones que no lo son; además, enfatizó que esa no es una razón fundada para incoar una acción constitucional. 
Por otro lado, expresó que le resulta paradójico que sea el aquí accionante quien pide su protección constitucional, cuando en la realidad, ha sido él quien se ha atrevido a difundir por medio de un informativo digital consideraciones imprecisas, irrespetuosas, injuriosas, difamatorias, erróneas y calumniosas en su contra, buscando con ello causar daño sobre su imagen y su buen nombre. Resaltó que se siente intimidado y en desventaja frente a las versiones de un periodista que en medios de amplia difusión, publica información difamatoria.   
Finalmente, expuso que los resultados de la auditoría tantas veces citada por el actor, sólo reflejan debilidades institucionales con el fin de trazar proyectos de mejora, pero ello, por sí solo, no puede ser usado como conclusión para afirmar que los funcionarios de la Contraloría son delincuentes o criminales.
· Sentencia: 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez A Quo resolvió mediante sentencia del 13 de agosto de 2019, negar por improcedente la solicitud de amparo constitucional, al concluir que ese Despacho no advertía vulneración a los derechos fundamentales reclamados por el accionante; además indicó que si el accionante considera que por parte del demandado se ha incurrido en alguna conducta típica como injuria o calumnia, lo pertinente será que acuda a las acciones penales del caso. 
El señor Álvaro William López Ossa no estuvo de acuerdo con lo decidido por el Juez de primer grado, y por ende interpuso dentro del término, el correspondiente recurso de alzada. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
La tesis de disenso propuesta por el recurrente, consiste básicamente en afirmar lo siguiente: 
· Que sus quejas están dirigidas en contra del señor Juan David Hurtado Bedoya, y no de la Contraloría como tal. 

· Que se vulneró su derecho al debido proceso por indebida valoración de las pruebas presentadas a esta actuación.
· Que el Informe Final de Auditoría que él recibió no lo obtuvo de manera ilegal o fraudulenta. 

· Que él como ciudadano tiene el derecho y la facultad de reclamar ante las autoridades, como la Contraloría, que se le informe cómo van los procesos, porque él es un veedor ciudadano, y es gracias a él que la Contraloría audita muchas cosas que de otra manera pasarían desapercibidas.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho fallador. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma la parte accionante, la Contraloría Municipal de Pereira vulneró sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado; o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.

· Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es entonces, un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.” 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales”
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce; sin embargo, a la tutela sólo se debe acudir de manera transitoria y cuando a simple vista se pueda establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio inminente y grave.

Aterrizando a los argumentos expuestos por el recurrente en su escrito de impugnación, la Sala hará las siguientes precisiones: 

Con respecto al primer aspecto señalado por el accionante, que consiste en afirmar que sus quejas están dirigidas en contra del señor Juan David Hurtado Bedoya, y no de la Contraloría como tal, esta Corporación considera que dicha afirmación no puede ser de recibo, toda vez que el accionante con sus dichos, evidentemente está poniendo en tela de juicio las gestiones realizadas por el Funcionario titular de la Contraloría Municipal de Pereira, en ejercicio de las funciones que legal y constitucionalmente le han sido delegadas por su cargo, razón por la cual no es válido afirmar que las quejas que se contraen al desempeño de su rol como Contralor, puedan ser tomadas como recriminaciones a una persona natural o particular.
Por otro lado, sostuvo el accionante que el Juez de primer Grado vulneró su derecho al debido proceso por indebida valoración de las pruebas presentadas a esta actuación; frente a dicho aspecto, la Sala reconoce que en efecto la sentencia de primer nivel estuvo floja de motivación, pues el A Quo se dedicó en la parte considerativa de la sentencia, básicamente, a hacer un recuento de los antecedentes procesales y de las contestaciones recepcionadas en el trámite, para de manera breve y sucinta concluir que no había tal vulneración a los derechos fundamentales que alegaba el accionante; de igual manera, se abstuvo de integrar en debida forma el contradictorio, toda vez que el fundamento de esta acción consistía en afirmar que las notas periodísticas publicadas por el accionante en contra de la Contraloría Municipal de Pereira, que posteriormente fueron tachadas como mendaces por parte de esta última, estaban aparentemente fundamentadas en documentación pública que le fue entregada por parte de los Órganos de Control a nivel Nacional, como fueron la Contraloría y la Auditoría Nacionales de la República, quienes de cierto modo fungen como superiores de la entidad involucrada, Organismos que útilmente hubieran podido participar de este asunto para desentramar algunos de los dichos del accionante, cosa que similarmente ocurría con el señor Presidente del Concejo de Pereira, quien supuestamente pidió ante la Contraloría unas explicaciones sobre su labor, y que esta última se abstuvo de conceder. 

Sin embargo, la Sala considera que resultaría inútil decretar una nulidad de esa sentencia por falta de motivación o por indebida conformación del contradictorio, pues de manera práctica y a simple vista se puede percibir que en últimas, por más que dicho proveído fuera nulitado y se rehicieran las actuaciones procesales por parte del Juez de primer nivel, la conclusión de este trámite sería el mismo al que llegó esa célula judicial, esto es, el de declarar la improcedencia de la acción, pues los elementos de prueba habidos en la actuación de ninguna manera permiten concluir que los comentarios hechos por el señor Contralor en su defensa fueran desobligantes, subidos de tono, o que involucraran derechos de rango fundamental del accionante, como sí tienen tintes de hacerlo las publicaciones y notas periodísticas suscritas por el señor Álvaro William López Ossa; y es que no podemos perder de vista que, exista o no una “Auditoría Final”, que es el tema en el que tanto insiste el recurrente, lo que hasta ahora se conoce es que no existe una sanción o una declaratoria de responsabilidad penal o disciplinaria en contra del señor Contralor Municipal, o por lo menos nada de ello se mencionó por el actor, de manera que los señalamientos hechos por este Comunicador sí deberían ser más prevenidos y cuidadosos o delicados cuando de denunciar irregularidades se trate, porque no podemos perder de vista la importancia e influencia que tienen los medios de comunicación masivos en la actualidad, y que ante lo fácil que es acceder a ellos, los mismos resultan ser piezas claves para el desarrollo de la opinión de los miembros de la comunidad. 
En ese mismo sentido, el recurrente debe tener presente que los procesos adelantados por los órganos de control, de ninguna manera tienen por qué ser ajenos a las ritualidades y protocolos de ley, ni muchos menos ir en contravía de los postulados del debido proceso; es evidente y de conocimiento público que existen trámites de reserva legal, y si bien existe en las autoridades públicas un deber de rendición de cuentas a la ciudadanía por sus labores, no quiere decir que a cualquier precio y de cualquier modo los ciudadanos puedan acceder a cuanto informe deseen, o sustituir a las autoridades competentes, ni mucho menos pretender guiar el ejercicio de sus labores fungiendo como una especie de órgano autónomo de control, pues tal punto de vista que al parecer acompaña al accionante resulta un poco desfasado, al creer que su rol de periodista le avala para acceder a todo tipo de informe sin sustentar su legitimación o su interés dentro de los procesos que pretende a fondo conocer.   
Con base en lo que viene de decirse, la Sala concluye que en el presente asunto, en momento alguno se le vulneraron al accionante los derechos fundamentales al buen nombre y a la honra, por cuanto no se avizora que el demandado haya actuado con Animus Injuriandi o Animus Nocendi en todo lo que dijo en su intervención ante el Consejo Municipal. En consecuencia, se habrá de confirmar la decisión de primer grado.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor ÁLVARO WILLIAM LÓPEZ OSSA en contra de la CONTRALORÍA MUNICIPAL DE PEREIRA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional. Sentencia T-514 de 2003.


� Corte Constitucional. Sentencia T-346 de 2007.
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